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EL CONCEPTO DE REPARACIÓN SIMBÓLICA

Graciela Guilis y 

Equipo de Salud  Mental del CELS

Trabajar sobre “Reparación Simbólica”, dar cuenta de sus efectos, es en cierta medida construir el concepto y sus implicancias. Se trata de trabajar con ese significante y ponerlo en relación sobre la base de una práctica y una experiencia. Llevar la misma a un nivel de abstracción que permita conceptualizar un hecho determinado y articularlo  con otros conceptos. Intentaremos, tomando conceptos compartidos con el Derecho, dar cuenta de una articulación posible entre la práctica jurídica y los efectos sobre la subjetividad que esta práctica tiene y son objeto del psicoanálisis.

Siempre que se desarrolla un discurso con la intención de integrar disciplinas diferentes nos encontramos con la dificultad que nos plantea la diferencia entre nominación y significación. Los mismos términos adquieren significados distintos en diferentes disciplinas. Estos términos no se reproducen azarosamente en cada uno de estos ámbitos. De alguna manera, si rastreamos el origen de los mismos, encontraremos que parte de la significación histórica fundamenta el sentido por el cual es utilizado en una y otra disciplina. Uno de los objetivos de este trabajo será establecer puentes entre el concepto de Reparación Simbólica, tal como es utilizado en el ámbito jurídico, y la manera en la que este concepto puede ser comprendido en tanto efecto en la subjetividad. 

La Organización de las Naciones Unidas (ONU) establece que el derecho a obtener reparación deberá abarcar todos los daños y perjuicios sufridos por la víctima y que, entre otros aspectos, deben adoptarse medidas de restitución cuyo objetivo debe ser lograr que la víctima recupere la situación en la que se encontraba antes (E/CN.4/Sub.2/1997/20:10). Con el objetivo de elucidar críticamente
 las ideas de abarcar todos los daños  y que la víctima recupere la situación en la que se encontraba antes, comenzaremos por referirnos  a la genealogía del concepto de reparación desde una perspectiva jurídica. 

 1.-Genealogía: definiciones posibles
La genealogía es definida por Michel Foucault (Dreyfus – Rabinow, 2001) como un método de diagnosis y comprensión  de la significación de las Ciencias Sociales desde dentro de ellas mismas. Implica la inmanencia entre prácticas y teorías. Introduce un método de desciframiento del sentido de determinadas prácticas desde el interior de las prácticas mismas. Se trata de poder pensar cómo hemos quedado atrapados en nuestro presente. Ir a la historia para ver si es posible otro presente, si podemos definirnos de otra manera. Involucra  una elección, opción ética-política, acerca de qué tipo de individualidad queremos ser. 

Es Nietzsche quien construye la noción de genealogía cuando se interroga sobre el valor mismo de determinados valores de la cultura occidental. En “La genealogía de la moral” plantea el siguiente interrogante :

[…] ¿en qué condiciones se inventó el hombre esos juicios de valor que son las palabras bueno y malvado?, ¿y qué valor tienen ellos mismos? (Nietzsche, 1997: 24)

Y continúa: 

[…] necesitamos una crítica de los valores morales, hay que poner alguna vez en entredicho el valor mismo de esos valores, y para esto se necesita tener conocimiento de las condiciones y circunstancias de que aquéllos surgieron, en las que se desarrollaron y modificaron ( ...) Se tomaba el valor de esos “valores” como algo dado, real y efectivo, situado más allá de toda duda. (Nietzsche, 1997: 28)
La genealogía implica tanto un análisis de la procedencia (marcas que la historia deja en el cuerpo) como un análisis de la emergencia (el punto en el que algo emerge, qué es lo que emerge, fuerzas que se oponen, que luchan entre sí, espacio de enfrentamiento). Genealogizar es ir en contra de toda idea de identidad esencial. Se trata de la búsqueda de las identidades históricamente construidas. Quizá sea adecuado entonces genealogizar el concepto de “reparación”, comprendiendo los valores morales, las condiciones y circunstancias de su surgimiento, y dilucidando así el modo en el que debemos pensar su vigencia. 

2. -Genealogía del concepto de reparación
Los Estados Modernos se caracterizan por una forma de organización social  cuya matriz jurídica consiste en la regulación de la generación de riqueza a través de los mecanismos de oferta y demanda, reservando para el Estado las garantías jurídicas de las funciones que hacen al funcionamiento de estos mecanismos. Los nuevos estados que emergieron de la crisis y transformación del sistema económico basado en la propiedad feudal de la tierra, consagraron una nueva matriz jurídica cuyo centro de gravedad fuera la categoría de persona individual. Se trata del sujeto jurídico que puede entrar en relaciones contractuales como propietario de valores de cambio (Samaja, 1994).

Las leyes del mercado se organizaron  alrededor  de la figura del contrato, esquema jurídico que subraya la autonomía de las partes y posibilita el disciplinamiento de las diferentes formas en que se entablan las relaciones entre los sujetos libres e iguales. Es al discurso, que legitimaba la posición hegemónica de la nobleza sobre la base de un derecho “natural” y de la sociedad considerada como un organismo, que la burguesía va a oponer el discurso contractualista  (Zaffaroni, 1988).

 En tanto que el organismo es algo “natural”, el contrato es “artificial”, hecho por el hombre. Si la sociedad es una creación “artificial” -contractual- la nobleza puede ser desplazada de su posición hegemónica por una modificación del contrato. (Zaffaroni, 1988: 113).

Las nuevas leyes del mercado fijaron una minoría de propietarios de los medios de producción frente a la mayoría de no propietarios, o propietarios solamente de su fuerza de trabajo que podían cederla contractualmente a quien la requiriera a cambio de un salario (Pavarini, 1999).

Al romperse la relación entre señor, tierra y siervo, producto de la expropiación y parcelamiento de los campos que trae aparejado el derrumbe del sistema feudal, se abandona paulatinamente la producción agrícola. Es así que grandes masas poblacionales deben dirigirse a los Burgos, es decir, a las primeras aglomeraciones de personas que comenzaban a producirse como consecuencia de la creciente actividad mercantil. Esta migración masiva conduce a un aumento desmedido de la oferta de mano de obra, lo que produce salarios miserables, hambre y enfermedades. 

Ningún vínculo jurídico podrá obligar a nadie a que  tenga que someterse a otro como sucedía en la sociedad servil. Es la urgencia de satisfacer las propias necesidades vitales la que lleva a las grandes masas expropiadas a tener que vender su fuerza de trabajo en el mercado.

El contrato será la figura jurídica que regule y discipline tales relaciones de intercambio resaltando la autonomía entre las partes que lo entablan (Pavarini, 1999:29).
Como parte del proceso de  acumulación de riquezas de la nueva clase capitalista se generan las condiciones para un proceso, paralelo y necesario, de acumulación de fuerza de trabajo […], para una acumulación de hombres útiles y dóciles, valiéndose de las llamadas instituciones disciplinarias  (Pavarini, 1999: 33). Se trata de la construcción de un proyecto político que concilia la libertad para la acumulación de riquezas con la necesidad de mantener sometidas a las grandes mayorías, disciplinándolas a aquello que exige la producción capitalista. El contrato social permite sobre la base de la suscripción colectiva a la limitación de algunas libertades y la delegación del control de tal suscripción en la autoridad que se le concedía al Estado, mantener un clima de paz y ordenamiento. 

La figura del delito aparece como el ejercicio de alguna de las libertades a las que se había renunciado contractualmente, resultado de una decisión libremente consentida. La pena que se aplicara tendría el sentido de la reparación del daño ocasionado con la violación del contrato. El derecho civil subraya que frente a la violación de un contrato surge la obligación de reparar. De no cumplirse con tal obligación, dicho incumplimiento se traduce en el embargo de una parte del patrimonio de aquél que cometió el delito. El patrimonio se vende y lo que produzca la venta pasa a manos del afectado con el nombre de indemnización. Cabe aclarar que la reparación, tal y como será pensada a partir de la instauración del contrato social, es en sí misma metafórica.

 Para la criminología disciplinarista inglesa [la pena que se aplicaba frente a la comisión de un delito] era la forma de curar la enfermedad moral […] Los castigos requerían la imposición de una cuota de dolor que debía corresponder al dolor causado, es decir, una suerte de talión disciplinario. (Zaffaroni, 1988: 113)
Para el contractualismo de la burguesía continental en ascenso, tal como señalamos más arriba, la pena tiene el sentido de la reparación del daño ocasionado frente a la violación del contrato. La cadena metafórica es la que sigue: 

1) daño, 

2) reparación, 

3) indemnización 

(Zaffaroni, 1988: 114).

Lo que el planteo contractualista pasa por alto es la posibilidad de que el afectado directo participe en alguna de las instancias de definición de la modalidad que adoptará la reparación del daño padecido.

En su genealogía, encontramos al concepto de reparación enmarcado en la  existencia de un contrato entre sujetos  “libres e iguales”, con autonomía de las partes. La idea del sujeto jurídico como  persona individual, sugiere que la justicia debe emprender la tarea de volver a colocar las cosas en su lugar: la restitución de la vigencia  de un contrato entre partes iguales, que ha sido pervertido. 

Pero nunca hubo partes iguales en los casos en los que Estado ha producido la violación de los derechos de la víctima. El afectado no era en estas situaciones un  sujeto jurídico, “libre e igual”,  que podía  entrar en relaciones contractuales como propietario de valores de cambio. Como lo planteamos más adelante, cuando es el Estado el que “rompe el contrato”, los efectos subjetivos son devastadores y la palabra que designa su accionar ya no es sólo la palabra “delito” sino que se le adjunta  la frase de lesa humanidad.

Para que el accionar de la justicia produzca un efecto restitutivo  para la víctima, no puede plantearse como una acción  puramente procedimental, como si se tratara de dirimir cuál sería el justo equilibrio entre los intereses en juego  por ambas partes.

No se trata de volver al planteo de una suerte de talión disciplinario en el cual no medie instancia alguna que tercerice y funcione como portadora de la ley. No se trata de la imposición de una cuota de dolor que se corresponda, término a término, con el dolor causado. Reconociendo y subrayando la responsabilidad inalienable que los Estados tienen en el cuidado del cumplimiento del respeto de y por los Derechos Humanos, sería necesario pensar qué lugar ocupa el afectado directo en la definición del daño padecido, qué tipo de  reparación  puede llegar a efectuarse y la indemnización a percibir, recordando que este puede ser sólo uno de los modos posibles de la reparación. 

Para que el acto de la justicia sea efectivamente reparatorio, su accionar debe estar íntimamente ligado a la idea del bien, de lo bueno, y no solamente de lo justo. Sólo en esta perspectiva, profundamente ética, y no limitadamente procedimental,  puede producir a nivel subjetivo en la víctima, la idea de que están comenzando a desmantelarse las condiciones productoras del trauma. 

Si en el dominio de lo histórico social podemos sostener la contingencia absoluta de toda forma [en oposición a la determinación de una vez y para siempre]
  […], el carácter creado de las verdades eternas (Castoriadis, 1998:64), la pregunta es por el lugar que podemos adjudicar a la construcción del concepto de reparación, que necesariamente se producirá en una dialéctica entre lo singular y lo colectivo, entre el sujeto o comunidad afectado/a y las instancias legales vigentes, en el dominio de la creación y la construcción histórica.

El texto que propone la ONU dice así: 

A escala individual, las víctimas, ya sean víctimas directas o de familiares o personas a cargo, deben disponer de un recurso efectivo. Los procedimientos aplicables serán objeto de la más publicidad posible. El derecho a obtener reparación deberá abarcar todos los daños y prejuicios sufridos por la víctima. De conformidad con el conjunto de principios y directrices sobre el derecho de las víctimas de violaciones graves a los derechos humanos y al derecho humanitario a obtener reparación establecido por el Sr. Theo van Boven, Relator especial de la Subcomisión (E/CN.4/Sub.2/1996/17), este derecho comprende los tres tipos de medidas siguientes: 

· a) Medidas de restitución (cuyo objetivo debe ser lograr que la víctima recupere la situación en la que se encontraba antes) 

· b) Medidas de indemnización (que cubran los daños y perjuicios        psíquicos y morales, así como pérdida de oportunidades, los daños materiales, los ataques a la reputación y los gastos de asistencia jurídica);

· c) Medidas de rehabilitación (atención médica y psicológica o psiquiátrica). (E/CN.4/Sub.2/1997/20:10) 

Para pensar críticamente la afirmación que introduce la necesidad de abarcar todos los daños y perjuicios sufridos por la víctima y las medidas de restitución cuyo objetivo debe ser lograr que la víctima recupere la situación en la que se encontraba antes de la violación de sus derechos, debemos incluir la dimensión de la categoría de ser en el dominio de lo histórico social y sus implicancias, la creación humana de significaciones imaginarias sociales (Castoriadis, 1999) que funcionarán como organizadores de sentido en torno de las cuales se sostendrá toda cultura. Las frases abarcar todos los daños y perjuicios sufridos por la víctima , y  que la víctima recupere la situación en la que se encontraba antes se presentan como un imposible material, pero no simbólico. Y será en la construcción de la definición simbólica de la  sanción que deberá darse tanto en la singularidad del afectado directo como en lo colectivo, donde se nos impone la necesidad de revisar -recordando el planteo de Zaffaroni- qué lugar y qué estatuto se le otorga a la construcción del concepto de reparación. 
3. -Dimensión simbólica de la reparación. Los límites de la reparación cuando se trata de Daño Psicológico.

Desde el Psicoanálisis el concepto de reparación fue introducido  por Melanie Klein para referirse a un mecanismo intrapsíquico, es decir, del sujeto en relación a sus objetos internos.  La utilización de este término en el ámbito de la justicia, nos obliga a suponer un giro absoluto, ya que en este  caso por vía de un ordenamiento  externo, que ubica la culpa en el plano de la realidad concreta y no fantasmática, se obliga al culpable a dar testimonio del reconocimiento de su culpabilidad a través de la entrega de un bien que tiene efectos reparatorios en su víctima.

El adjetivo “simbólica”, aplicado a la reparación que se produce  por vía jurídica, puede ser comprendido de dos modos: 

-En primer lugar, la reparación es “simbólica”, porque no es aquello que se ha perdido, sino que lo representa. En ese sentido no puede jamás “cubrir la integralidad de perjuicios sufridos por la víctima”, ya que se  produce sobre un daño en sí irreparable. No se repara restableciendo el satu quo ante, sino que se reconstruye otra cosa, algo nuevo (Laplanche, 1984). En este caso, esa “otra cosa” está más vinculada a lo nuevo del acto de justicia que a la restitución de lo perdido.  Nadie ha supuesto jamás  que las indemnizaciones podrían generar en los familiares de las víctimas del Terrorismo de Estado, el sentimiento de que recuperaban a sus seres queridos. Es más, sólo se puede reclamar justicia, a partir del reconocimiento de que algo se ha perdido irremediablemente. Esta es la diferencia fundamental entre “reparación de algo” y “reparación a alguien” (Laplanche, 1984).

Los actos de reparación de lo irreparable se conjugan con la necesidad de “hacer aparecer” en la realidad la prueba simbólica de la desaparición como reconocimiento de la perpetración masiva, deliberada y planificada de los delitos de lesa humanidad por parte del Estado. 

Si la palabra indemne  - en la definición del Diccionario de la Lengua Española  -significa “exento o libre de daño”, y la palabra indemnización, significa “acción y efecto de indemnizar”(, encontramos aquí un ejemplo cabal del malentendido que determinados términos pueden producir. No existe acto de justicia capaz de restituir a alguien a su estado anterior al daño sufrido,  a un estado “libre de daño”, una vez que ha atravesado una situación traumática como las que se presentan en los casos de violaciones a los Derechos Humanos. 

 La reparación es simbólica porque pretende una compensación que siempre es un desplazamiento desde el daño real hacia un acto de justicia,  pretende representarlo en magnitud cualitativa o cuantitativamente, pero nunca repara el daño real producido sobre la víctima. La víctima no podrá bajo ninguna circunstancia “volver a la situación anterior a la violación”, aún cuando la reparación sea justa,  contribuya al reconocimiento público por parte del Estado de su responsabilidad, y se asuma de este modo “el deber de la memoria”. 

-En segundo lugar, la reparación es simbólica porque como acto reparatorio por parte de la justicia, está expuesto -en su significación subjetiva para la víctima- a la relación  absolutamente singular que ésta establecerá entre lo que la reparación ofrece, y aquello que  ha perdido.  Con ello queremos decir que  el acto reparatorio abre un “trabajo de simbolización”, entendido como proceso, que  en la medida en que es absolutamente íntimo y singular, no dependerá exclusivamente del accionar de la justicia, ni es determinado por ella.  En la subjetividad, el símbolo (reparación) no mantiene con lo simbolizado (aquello que se ha perdido y  cuya pérdida debe repararse), una relación unívoca y fija.  La reparación simbólica, por el contrario, abre un proceso subjetivo, trabajo de simbolización y creación,  que en la singularidad de la víctima remodelará al símbolo, la asignará un sentido, lo transformará (Dayeh, 2004). En ese sentido, la reparación simbólica es polisémica, y esta abierta a la significación -diversa en cada caso-  que de ella haga la víctima que la recibe.  

La operación simbólica que la víctima realiza a partir de la reparación, implica la búsqueda de  una puesta en relación entre lo que se le entrega y lo que ha perdido. No se trata del rescate de un valor simbólico que  está en la esencia de la reparación misma, sino del valor  singular que la víctima pueda asignarle, en la multiplicidad de conexiones que realice entre sus duelos y el acto reparatorio en sí. 

...la simbolización  no constituye un proceso de correspondencia biunívoco, sino que supone la existencia de cadenas múltiples entre el símbolo y lo simbolizado [...] [El proceso de simbolización] abre la posibilidad de elaboración y tramitación de lo traumático, porque se pone en marcha un  proceso dinámico. (Alonso, 2004).

La reparación no es ni puede ser equivalente a la pérdida, en esta imposibilidad expresa su naturaleza simbólica. Es esa misma naturaleza la que relanza la posibilidad de otras significaciones más allá de lo otorgado, la que posibilita atenuar algo del orden de la perdurabilidad de lo traumático.

Proceso de inscripción del valor simbólico de la reparación, pero también reinscripción  continua de lo que representa.  Lo que se representa no es la cosa del mundo en sí (la reparación que ofrece la justicia en sí misma), sino la recomposición que el psiquismo pueda hacer de ella.

Pensarlo de otro modo, supondría  no sólo que la justicia pretende efectivamente “reparar” el daño  producido, como si éste no hubiera ocurrido, sino incluso que de alguna manera pretende determinar el procesamiento psíquico que de la reparación haga la víctima, poniéndole nombre a la operación psíquica que “debe” producirse a partir de su accionar. 

Si bien –como decíamos más arriba- son innegables los efectos organizadores que el juicio en sí mismo tiene en el  psiquismo de los afectados, no debemos  suponer que este acto y sus consecuencias logran una cicatrización absoluta en relación a lo traumático. (Equipo de Salud Mental del CELS, 2000).

Esta sería  la diferencia fundamental que podríamos suponer entre reparación y acto reparatorio. La justicia produce, propicia, obliga a generar un  acto reparatorio por parte del culpable de los delitos. Pero que estos actos se traduzcan en un efecto de reparación, ya no depende directamente de la justicia, sino de la dinámica psíquica de la víctima. La reparación -como operación psíquica- no es un acto  que produce el  culpable respondiendo al requerimiento de la justicia, sino que dependerá de la forma de  metabolización que la víctima pueda realizar respecto de ese acto reparatorio. Si no establecemos esta diferencia, corremos el riesgo de suponer nuevamente a la víctima en manos de un otro que tan sólo con un gesto “repara” el daño que produjo, como si éste no hubiera ocurrido. Un otro que pretende  someter nuevamente a la víctima, produciendo en su psiquismo un efecto determinado. El culpable realiza un acto reparatorio por orden de la justicia. Que éste devenga en reparación efectiva, desde el punto de vista psicológico,  dependerá de la víctima, en el más pleno ejercicio de su autonomía psíquica, como  elección de un sentido no dictado con anterioridad. 

Si algo (o alguien) pueden ser reparados, es por que hay reconocimiento de que algo que aconteció produjo un daño a ser reparado. La Reparación implica pensar en cuál es la cosa a ser restituida.  Cuando se habla de violación de Derechos Humanos en sus prácticas más aberrantes como la tortura y la desaparición de personas, se trata de una doble dimensión que abarca tanto el daño físico como el psicológico y que convierte a estas prácticas en delitos de lesa humanidad. Este tipo de afectación queda enmarcado en las figuras jurídicas de “daño moral” y “daño psíquico”. El daño que se produce es a un sujeto de derecho y supone una violación de un sujeto jurídico como soporte de la lesión o el agravio sufrido.  

Para R. Brebbia  (citado en Sudarovich y Bressan,1993) el Daño Moral es  una...

...especie comprendida dentro del concepto genérico de daño -en tanto violación de uno o varios derechos subjetivos que integran la Personalidad Jurídica de un sujeto- producida por un hecho voluntario, que engendra a favor de la persona agraviada el derecho de obtener una reparación del sujeto a quien la norma imputa el referido hecho, calificado de ilícito (pag.117)

y agrega que:

...los bienes personales (vida física, honor, sentimientos, etc.) son bienes extrapatrimoniales, pues no tienen una traducción adecuada en dinero. (pág.118)

Es decir que para el autor no existiría una equivalencia término a término entre estas diversas categorías de bienes no materiales, pero que son el patrimonio fundamental de la persona como tal.

Para Sudarovich y Bressan  (1993) el Daño Moral ...

...daría continente a la posición de Daño Psíquico, referenciado tangencialmente con el concepto jurídico de Personalidad del Sujeto de Derecho. (pág.118)

Sin embargo podríamos  establecer algunas diferencias entre ambos tipos de daño. Diremos entonces que, el Daño Moral corresponde a aquel que se  inflige al sujeto jurídico, en un sentido genérico, tiene un carácter más universal que singular. Mientras que  el Daño Psíquico puede considerarse tomando en cuenta la dimensión subjetiva en tanto afecta el despliegue de potencialidades y recursos tanto afectivos, como emocionales, intelectuales, de relación, etc., únicos para cada sujeto ya que comprometen y están en relación a la historia singular de cada uno. En este caso no se trata sólo del sujeto jurídico, de derecho sino que incluye la dimensión de lo singular de ese sujeto único que, en Psicoanálisis se denomina Sujeto del Inconsciente. 

Encontramos entre ambas figuras una discontinuidad. Mientras que en el Daño Moral es posible dar respuesta a través de la reparación (indemnización, rehabilitación, garantías de no repetición, restitución, etc.), en el caso de Daño Psíquico los límites de la reparación son más estrechos y ello dependerá, como decíamos más arriba, de la historia y la constelación subjetiva de cada  sujeto y de cómo pueda inscribir éste el acto reparatorio.  

El campo de lo jurídico y el campo del Psicoanálisis también tienen sus discontinuidades. Mientras que para lo jurídico se trata de una lesión mensurable,  para el psicoanálisis adquiere una complejidad que no se reduce a una cuantificación del sufrimiento padecido. Se trata de la irrupción violenta de un acontecimiento traumático en la trama psíquica de modo tal que produce una desestructuración del aparato en su conjunto, instancia no mensurable y en muchos casos no reparable. Sin embargo no desconocemos que el reconocimiento público y el accionar de la justicia, es decir, el pasaje de lo privado e íntimo como sufrimiento a la esfera de lo público, restituyen algo de la trama que fue lesionada por el trauma.

Nunca quien repara (el Estado, en este caso)  pierde aquello que perdió quien recibe la reparación. No hay equivalencia posible entre lo que entrega quien está obligado a  reparar,  y aquello que la víctima ha perdido. Ni siquiera la aplicación de la ley del Talión (inaplicable absolutamente) lograría equiparar el dolor, producir en el culpable el mismo dolor que sufrió la víctima. 

La idea de igualdad relacionada con la justicia, podría suponer la aseveración de que la justicia pone nuevamente en su justo lugar la distribución de los bienes. Si comprendemos que “la igualdad no está entre las cosas, sino entre las relaciones” (Ricouer, 2000), advertimos que la justicia sólo puede intervenir obligando a la parte demandada a someterse al igual que la parte demandante, a exponer su argumentación y  -luego- al arbitrio de la justicia.  Esto no es poco, pero hasta aquí llega la idea de igualdad. A partir de esto, aún cuando la parte demandada sea sancionada y deba entregar un bien (monetario en muchos casos),  no habrá una restitución de la igualdad, porque jamás las personas son  intercambiables por bienes. 

Para la visión ‘procedimental’, los humanos (o una parte suficiente  de ellos) deberían ser puro entendimiento jurídico. Pero los individuos efectivos son otra cosa muy distinta. Y uno está obligado a tomarlos tal como vienen, ya moldeados por la sociedad, con sus historias, sus pasiones, sus pertenencias particulares de todo tipo; tal como los fabricó el proceso histórico-social y la institución dada de la sociedad. (Castoriadis,1997a:280).

Si comprendemos que la justicia debe producir actos reparatorios, que  contribuyan a apaciguar el dolor de la víctima,  sin suponer por ello  que determinará el sentido que la reparación adquirirá para la misma, podremos suponer para la justicia la función que Castoriadis asigna a la creación de una política de autonomía:

Crear las instituciones que, interiorizadas por los individuos, faciliten los más posible el acceso a su autonomía individual y su posibilidad de participación efectiva en todo poder explícito existente en la sociedad. (Castoriadis, 1997b:90)

4.-Lo que  sí se repara en el acto reparatorio de la justicia 

No puede negarse sin embargo el efecto de apaciguamiento del dolor que un acto de justicia produce sobre  quien ha sufrido una situación traumática, sobre todo si ésta ha sido producida por el Estado, o alguno de sus representantes. 

Es sabido que frente a estas situaciones,  al daño recibido se suma -como factor traumático- el desamparo de la víctima, ya que no cuenta con instancias de apelación confiables.  El sufrimiento de la víctima es entonces sufrimiento por el daño concreto, y es además, el sufrimiento insoportable de no ser escuchado, ni reconocido por ninguna instancia capaz de hacer justicia.

Como lo escribe Guajardo (2002):  

...la impunidad se ha transformado en el obstáculo principal para la elaboración del trauma social, favoreciendo con ello la internalización disruptiva de las vivencias de desintegración, inermidad, aislamiento, frustración, miedo, inseguridad, etc. que se reproducen a diario en las experiencias intersubjetivas. (pág.321-332)

Cuando se sanciona el delito, y se procede a reparar simbólicamente a la víctima, el efecto del reconocimiento social y público del daño producido, además de ser un acto de justicia, atenúa considerablemente su sufrimiento. Este sufrimiento  jamás será atenuado, ni la reparación será posible, si la justicia no vela por  el conocimiento de la verdad, si el responsable no resulta sancionado. 

 (...) la reparación  en términos jurídicos, en tanto constituye un acto público, puede permitir la aparición de un   reposicionamiento subjetivo de las personas afectadas, ya que sabemos la importancia que tiene lo público en la tramitación de un duelo. Debemos escuchar en la singularidad de cada caso, los efectos que la reparación provoca. (Equipo de Salud Mental del CELS, 2000)

El acto de justicia, la definición de las responsabilidades y la aplicación de la pena correspondiente, son en sí mismos actos reparatorios. Las condiciones subjetivas de la víctima, muchas veces  consisten en su autoincriminación por la situación traumática sufrida (por no haber tomado los recaudos necesarios, no haber cuidado lo suficiente al familiar muerto o desaparecido, por haber sobrevivido...). 

Se podría decir que la víctima puede comenzar sólo a partir de allí a vislumbrar alguna cicatrización de la herida, la cicatrización que sea posible.

La aceptación de la responsabilidad permite a la sociedad a través de sus leyes y mecanismos de justicia, culpabilizar legalmente para que la culpa no circule inconscientemente en todos sus miembros. (Equipo de Salud mental del CELS, 1998).

Existe una dificultad intrínseca al campo del padecimiento psíquico cuando este es producido por un traumatismo social. La pregunta sería, cómo encontrar las mediaciones necesarias entre el acontecimiento traumático-social y los efectos provocados por éste en la esfera de lo privado. El drama psíquico  desencadenado por el traumatismo social queda formulado por el sujeto a través del lenguaje como único puente entre lo universal y lo singular capaz de ser nombrado desde la subjetividad. Sería entonces el lenguaje  lo que permitiría al sujeto hacer el pasaje de lo social (acontecimiento traumático) a lo singular de la experiencia privada y al mismo tiempo que eso privado se haga público. Ese sería uno de los sentidos que adquiere para la víctima el valor de las audiencias públicas. El contexto de las audiencias no sería extrínseco al texto verbal de la experiencia subjetiva sino que también es generado por el mismo contexto. La audiencia actúa entonces como una instancia mediadora entre el drama psíquico y el campo social y/o político, eliminando de este modo la clásica oposición entre lo individual y lo colectivo,  respetando a su vez la legalidad de cada una de estas dimensiones con sus discontinuidades y diferencias. Cuando acontecimientos vividos por un sujeto son de naturaleza trágica, se convierte en un derecho la posibilidad de testimoniar, de realizar el pasaje de lo privado a lo público a través de la palabra. Por lo tanto, si identificamos el lenguaje con el orden simbólico  no estamos hablando de una trama sintáctica sino del lenguaje como efecto del sujeto del inconsciente.

Rifflet-Lemaire (1979 :364)  señala que:

El símbolo es una figura imaginaria en la que la verdad del hombre está alienada. Sólo el análisis de sus elementos imaginarios, tomados individualmente, revela el significado y el deseo que el sujeto ha escondido dentro de él. 

Eso que ocurre en la realidad, con testigos presentes, y  que es verdaderamente un castigo efectivo sobre el verdadero culpable, permite un reordenamiento psíquico, y una puesta en funcionamiento de un principio de realidad que a su vez habilita el establecimiento de una diferenciación entre el sentimiento de culpa, y la culpa real: actúa la ley.

En términos de lo escrito por P. Ricouer  (2000:141-2):

Antes que obligar, la sentencia busca afirmar el derecho: situar  las partes en su lugar justo; sin duda es allí donde está el sentido más importante que es necesario ligar al juicio tal como es llevado en una circunstancia particular; y si esto es así, es porque  ese juicio concluye provisionalmente la parte viva del proceso, que no es otra que un intercambio reglamentado de argumentos, es decir, de razones para o contra, supuestamente plausibles y dignas de ser consideradas por la otra parte. Tomado desde este ángulo, el proceso es un segmento de la actividad comunicativa de una sociedad, la confrontación de argumentos ante un tribunal constituye un caso importante de empleo dialógico del lenguaje .

Lenguaje del que ha sido despojada la víctima, y que recupera en el acto de poder dar testimonio, declarar, y ser escuchada. El lenguaje como herramienta de comunicación no se legitima a sí mismo si no hay otro que escuche y de sentido a la expresado, como “actividad comunicativa de una sociedad” -tal como lo plantea Ricouer- , pero también como actividad comunicativa ante una sociedad.   Ese es el papel de la justicia, y para la víctima, la reafirmación de que ha sido  escuchada supondrá el reconocimiento de su dolor y la consecuente  aplicación de la sanción al responsable. 

El concepto de dignidad 

Podríamos extender un puente posible que ayudaría a pensar la  relación entre el daño moral y el psicológico  y es el concepto de dignidad. Posiblemente uno de los conceptos más confusos que puede existir, ya que desde muy diversos ámbitos se lo invoca, y en todos ellos suele significar algo distinto. Sin embargo todos coinciden en que es deber del Estado preservar la dignidad de los ciudadanos. Así, en artículo I de la Declaración Universal de los Derechos Humanos se nos dice textualmente que: 

Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros.

En  Don Carlos de Schiller (año)  aparece enunciado por primera vez que es deber del Estado velar por la dignidad de los hombres, lo cual se convierte en un postulado político y adquiere una nueva fuerza, que desde entonces no ha perdido. La dignidad interna kantiana y la cristiana abogan por los derechos humanos y llega a la Revolución Francesa proponiendo que: la dignidad del hombre se hace fundamento de los derechos humanos. Solo en libertad política -dice Schiller- el hombre puede velar por su sentimiento de dignidad. La libertad es una exigencia de la dignidad.  
La primera Constitución en que se habla de la dignidad humana es la irlandesa, de 1937, y trata de la dignidad en el sentido cristiano. “La dignidad del hombre es intocable. Respetarla y protegerla es obligación de todo poder estatal”, dice el primer artículo de la Constitución de Alemania. Pero la dignidad del hombre en este sentido sigue amenazada;  para preservarla, la formulación legal es necesaria pero no basta.

El Diccionario de la Real Academia Española define como "digno" aquello "que merece algo". Este merecimiento está enunciado de manera positiva a la persona que lo merece: lo merecido, de alguna manera, es bueno. Cuando hablamos en términos de dignidad humana estamos hablando de algo que, de manera positiva le pertenece al ser humano y que se realiza en el respeto ¿Qué otra cosa podría merecer? Una pregunta que viene al caso sería: si merece respeto (o lo que merezca) ¿quién debe otorgárselo?

El imperativo categórico kantiano enuncia en criterios de tratamiento cómo es posible realizar la dignidad humana: 

Obra de tal modo que uses la humanidad, tanto en tu persona como en la persona de cualquier otro, siempre como un fin al mismo tiempo y nunca solamente como un medio. (Kant,año)

Como lo señala  Rodriguez Rescia (2003) refiriéndose a la práctica de la tortura: 

... una de las peores maneras de socavar la dignidad de la  persona humana mediante métodos de la más repugnante y cobarde utilización  valiéndose de la total indefensión de la víctima. 

Freud desarrolló la idea de  que para que se constituya un trauma hacen falta dos tiempos. Un acontecimiento primero que desborda la capacidad del sujeto para dar cuenta de él, y uno segundo en donde ese primer suceso retroactivamente cobra valor traumático. 

En los traumatismos sociales producidos por el Terrorismo de Estado, a grandes rasgos y de manera esquemática, se podría decir que el primer momento es el de la tortura o la  desaparición de un sujeto, y el segundo el de la impunidad del Estado con respecto a esos actos cuando no actúa la Ley.  Ese segundo tiempo es diferente al primero. En efecto, el primero tiene la consistencia de un acontecimiento puntual y devastador. El segundo ya es un período de tiempo que puede durar años, y esos años pueden dejar secuelas irreparables en las víctimas de la impunidad. Son dos modos complementarios de daño psíquico. La tortura o desaparición o asesinato de un ser querido, y la desaparición de esa desaparición que la impunidad genera. Un daño en dos tiempos entonces. 

Se necesita una trama fantasmática para sostener un deseo. Trama que se rompe con el acontecimiento traumático. Denominamos trama fantasmática a las representaciones psíquicas que conciente e inconscientemente , articulan el deseo con su realización con el objeto.  

Cuando se ha producido tanto mal, tanto dolor en la víctima, también se han tocado los cimientos mismos de la posibilidad de sostener una “creencia” de que el mundo tiene ciertas garantías, etc., es decir que se ha roto en el sujeto ese velo fantasmático, necesario para que el mismo encuentre  sentido a las acciones de su vida, es decir a  la prosecución del deseo. 

¿Cómo pensar entonces la reparación? Lo irreparable es lo producido en el primer tiempo del trauma: la muerte, el asesinato, la desaparición. Pero que el Estado juzgue y castigue a los culpables, y reconozca el daño producido en sus dos tiempos, hace cesar la impunidad, es decir que repara en parte, acota el dolor de la impunidad. Esto abre la posibilidad de otra reparación simbólica, la del duelo que recién en ese momento puede desplegarse con cierta normalidad. La impunidad impide el procesamiento del duelo. El fin de la impunidad desbloquea, pone en circulación, pone en movimiento, libera, y en ese sentido repara. La instancia de la justicia,  al declarar el fin de la impunidad, recupera la dignidad de las víctimas.  Dignidad que merece y otro  debe proveer. Recuperar la dignidad es la manera de reparar tanto el daño moral como el psíquico. Es desculpabilizar a la víctima, restaurar la verdad, hacerla pública, sacarla del ámbito del dolor privado. Una verdad privada, está privada de verdad. La verdad de los traumatismos sociales necesita de otro que escuche, resuene, reciba y comparta. Verdad social, verdad que al socializarse reparte el dolor. Pero para que esa verdad repare es necesario que se añada la justicia. 

Por eso el dispositivo de una audiencia en una corte es fundamental. Primero porque  ese dispositivo de escucha permite que esa verdad privada se haga pública y socializada. Segundo porque la Corte puede agregarle a la verdad, la justicia. La Corte puede entonces darle un corte al daño psíquico y moral simultáneamente. Esa audiencia es la forma en que el Estado reconoce el daño producido. Y en ese mismo acto lo empieza a reparar. 

Etimológicamente  reparar  deriva del latín reparare  y significa “disponer de nuevo”. De esto es de lo que se trata, de que la víctima pueda disponer de nuevo de su existencia sin terror,  sin arbitrariedades y sin impunidad. Esa sería la oportunidad que inspira el pedido de Reparación. Implica otorgar un lugar al damnificado que le permita recuperar su dignidad a la vez que lo reubique socialmente y contribuya a establecer  una marca entre un antes y un después, de lo contrario se lo estaría condenando a vivir en condiciones de re-traumatización.  Entonces, un acto reparatorio sería aquel que posibilita un reposicionamiento subjetivo que permite a la víctima disponer de nuevo de una existencia digna para él  y su familia.

La reparación implica pensar en cual es la cosa a ser restituida, tanto en el daño psíquico como el moral. La dignidad es un concepto puente. Comprende tanto al sujeto psíquico como al sujeto de derecho. Es reconocido como sujeto por el otro, como sujeto dañado por alguien que representa la responsabilidad. De allí que pensemos que el establecimiento de justicia es en sí un acto reparatorio. 

5.- El establecimiento de justicia como acto reparatorio 
A través de los conceptos de “padre”, “autoridad” y “ley”  intentaremos demostrar la lógica por la cual un orden social es posible y el recorrido necesario para que frente a su alteración la ley funcione como acto reparador en sí mismo, un acto que nunca lleva a un estado anterior sino que devuelve un orden distinto que hace de la vida social un espacio habitable.

Para comenzar parece pertinente formular como el concepto más estable a lo largo de la historia occidental “el nombre del padre”:  “Pater” (sanscrito “pitar”; armenio “hayr”; griego “pater”; latín “pater” y “fadar” en gótico)**. Es un término que surge originalmente en la mitología. Se utilizaba para clasificar al Dios supremo y excluía la relación de paternidad física. De la representación conceptual de “pater” lo que se excluye es el vínculo físico biológicamente determinado. Al padre personal se lo llamaba “atta”, “tata” y “papa”. En cambio “Pater”, originalmente tenía un significado religioso y se caracterizaba por que ningún ser vivo podría ocupar ese lugar. A partir de esta diferenciación se abren dos dimensiones del padre: la del individuo de carne y hueso y la de la función paterna. 

Si “pater” es una función, el padre en el sentido de “tata” es un representante que se posiciona en función paterna. Un representante no es nada en sí mismo ni nadie en sí mismo. Es la encarnación de algo o alguien que representa esa función. En esta lógica y como efecto en la subjetividad, la figura del Estado opera como representante de esta función paterna en términos sociales. Esta construcción nos permitirá comprender los efectos sobre la subjetividad que su accionar puede desencadenar.

En las culturas occidentales esta función paterna es el lugar desde donde se introduce la ley. Si evaluamos la genealogía del concepto “ley” encontramos en sus raíces dos términos con significación diferente que se traducirían con el mismo significante de “ley”. Por  un lado tenemos “themis”, regla establecida por los dioses, relacionada con el derecho familiar-  y por el otro “diké” , relacionada con el  “derecho interfamiliar”. (Benveniste, 1969).

Hay pues dos designaciones en griego para “ley”. Themis hace referencia a un orden, no jurídico, de adaptación de las partes de un todo entre sí. Hace referencia a un orden establecido por los dioses y que funciona tanto en el seno de la vida familiar así como en el cosmos. Incluso en la lógica feudal, sobre esa función “pater”  representada por el patriarca, sobre-existe un toque divino que ordena la vida intrafamiliar. Refiere a un orden religioso y moral que hace que el mundo esté ordenado. Su contrario es el caos, no la ilegalidad. (Eidelsztein, 1998)
... la thémis es de origen divino. Solo este sentido permite comprender y unificar acepciones en apariencia muy diversas. En la epopeya, se entiende por thémis la prescripción que fija los derechos y los deberes de cada cual bajo la autoridad del jefe del génos, sea en la vida cotidiana en el interior de la casa o en circunstancias excepcionales: alianza, matrimonio, combate. La thémis, el patrimonio de basileús, que es de origen celeste y el plural thémistes indica el conjunto de estas prescripciones, código inspirado por los dioses, leyes no escritas, colección de dichos, fallos sentenciados por los oráculos, que fijan en la conciencia del juez (en este caso el jefe de la familia) la conducta que debe mantenerse siempre en el  orden del génos que esté en juego. (Benveniste, 1969:299). 

En cambio “diké” tiene el sentido de justicia, no de orden. Recortar la significación de “thémis” “permite precisar el sentido inicial del griego diké en tanto que termino de institución. 

Comparando las formas sanscritas dis y del latín dicis causa, se ve que dix (de donde proviene Diké) enuncia esta función como normativa; dicis causa significa “según la enunciación formal o con arreglo a forma”. Por tanto hay que traducir dix literalmente como “el hecho de mostrar con autoridad de palabra lo que debe ser, es decir la prescripción imperativa de justicia”  (Benveniste, 1969:302). 

Diké es entonces la ley que reina entre las familias. Es una ley que regula, no ordena.

Cuando utilizamos el concepto de ley se juegan estos dos sentidos. Conceptualmente se puede diferenciar ley en tanto orden y ley en tanto justicia. Pero la representación social de la ley y los efectos de la misma en la subjetividad están en relación con  los dos sentidos que originalmente agrupa. Para el psicoanálisis “la Ley es una enunciación sin enunciado”, es decir, vale por su enunciación más que por su contenido.  

El discurso del Bien no se reduce a esta enunciación de la Ley, sino que ésta es imperativa e incondicional, y por lo tanto, es la Ley la que dice el Bien y no a la inversa. (Camargo, 2004)
El Estado en tanto significante en el lugar de la Ley tiene como una de sus prerrogativas el representarla. 

Desde la representación de la función “pater” antes mencionada es el Estado quien introduce la ley. A nivel de la subjetividad no se trata de una ley que tipificada regula las sociedades, sino esa otra acepción que permite que en tanto lo dicho carga con autoridad, genera determinada regulación que conlleva un orden social. 

Tanto “augur” como “augeo” derivan en “auctor” antes de constituirse en “autoritas”. En la relación de “augur” con “auctor” su primer sentido refería a aquel que hace creer y aquel que funda. 

...Este término parece haber pertenecido en el período itálico común tanto a las lenguas de la religión como a las lenguas del derecho (Benveniste, 1969) 

En el caso de “augeo” derivado en “auctor” remite al que tiene la facultad de autorizar, aprobar o rectificar algo. Así, en la combinación de estas dos derivaciones “auctor” remite al autor de lo que hace surgir por medio de la palabra. 

El padre de la ley, representado por el Estado, se anuda vía la autoridad al discurso jurídico. (Eidelsztein, 1998)

En el desarrollo de la genealogía del concepto podemos apreciar como rasgo fundamental que la autoridad pertenece al dicho como potencia simbólica. La autoridad es entonces un efecto de discurso. 

No solo se trata de la ley tipificada, sino que eso dicho cargue con el reconocimiento y la autoridad necesarias para que un orden sea posible. Cuando una situación social deja al Estado caído de esa figura de representación de la función “pater” se pasa del orden al caos en términos de la subjetividad. Si un Estado transgrede la ley que se supone debiera garantizar, cae su lugar de representante de la función “pater”,  deja de introducir y sostener la autoridad de la ley para, en el mejor de los casos, ser atravesado por ella.  

Es la autoridad de lo dicho lo que instala esta función “pater” como ordenadora. Es la falta de esta autoridad lo que produce desorden. Si la palabra carece de autoridad ¿qué del Estado es lo que regula? 

En el campo del derecho “auctor” designa al garante. Desde la subjetividad el garante no existe. El Estado en función “pater” adviene como el representante original de la autoridad de la ley. Como lo plantea Eidelsztein (1998), esta autoridad implica la potencia determinante del símbolo sin el cual es imposible que haya ley. ‘Autoridad’ es la potencia que tiene el símbolo de incidir en la realidad humana.  Es solo sobre esta base que un Estado puede tipificar una ley que incida sobre la realidad social. La función de representante siempre se manifiesta para el sujeto a través de una autoridad encarnada por alguien. No da lo mismo que haya o no haya representante de la autoridad de la ley. Cuando esta función de representante de la autoridad de la ley se inscribe en el sujeto a partir de un Estado que se ubica en esta función, el representante de la autoridad opera limitadamente, mientras que si esta operación no se inscribe, la autoridad funciona pero de modo ilimitado. Se produce una ilusión que es la de confundir la autoridad del dicho del orden simbólico con el poder de aquel que se ve arrastrado a ocupar realmente el lugar de “el que carga con todos los dichos”. La posibilidad de operar a través de la función pater representada por el Estado es distinguir esos dos lugares. La autoridad del dicho en sí mismo diferente al lugar de “el que carga con todos los dichos”. Es decir, el dicho carga con autoridad independientemente del lugar de representación de quien introduce el dicho. Si se da lugar a esta confusión, se entraría en la lógica de un Estado en posición de encarnar la ley –es decir, el caso de un Estado perverso-  en lugar de representar la función desde la cual se introduce. Un estado en tanto encarna la ley nunca podría ser atravesado por ella*.

¿Por qué este desarrollo es necesario para pensar el concepto de reparación?  Pues lo que se repara con el establecimiento de justicia es la potencia simbólica de la ley, pero no solo de esa ley que regula, sino de esa “thémis” que ordena. A través de instancias macro representadas por organismos de reconocimiento internacional se estructura la función al retomar la figura de representación “pater”. Es desde estas instancias que se intenta garantizar la autoridad de esa ley juzgando a un Estado pero indirectamente permitiendo el reestablecimiento de un orden distinto al anterior. Se devuelve valor al dicho y en los términos del derecho se construye una verdad. 

La ley tiene no sólo una función estructurante de ordenamiento social, sino que tiene también una dimensión simbólica que permite producir el ordenamiento de nuevas significaciones. En este sentido, las leyes reparatorias crean condiciones de posibilidad para una elaboración individual y colectiva ante el horror de los delitos de lesa humanidad del terrorismo de Estado.
El restablecimiento del orden subjetivo, la modalidad en que la ley atraviesa a los Estados cuando estos caen de su función de representación, es la singularidad de cada caso que llega a la Corte. La forma en la que las sociedades encontrarán y construirán su propia verdad tendrá que ver con el proceso, que dejará como marca lo irreparable de lo acontecido. De algunas reflexiones aportadas por Zizek,S (2004) surge que,   la verdad no es el hallazgo de un término medio entre una multitud de intereses contradictorios. En el relativismo de lo múltiple la verdad no está en los grises sino en el acceso a una posición ética. Solo desde esta posición la intervención de la justicia será en el sentido de un acto donde vacío había, dando lugar a la ampliación del universo singular de significaciones

No hay reparación en la recuperación de un estado de situación. Pero es el restablecimiento de un nuevo orden social la condición necesaria para un comienzo de reparación subjetiva. 

7.- Reparación económica

El dinero circulante (que se compromete en la indemnización económica), es un equivalente general, pero la cuestión es que, estando en ese lugar podría aparecer  como prometiendo la sustitución de cualquier objeto, la anulación de cualquier pérdida.  Cuando la sociedad nos ofrece dinero, trae cierto deslizamiento de una propuesta inevitable que es “borrar la falta”, “borrar el acontecimiento traumático”.  

Para que la reparación económica no se imponga subjetivamente a la víctima como un “soborno” a cambio de la no sanción de los culpables, o a cambio de su silencio, para que no sea vivida como un acto de reconciliación,  toda reparación económica por parte del Estado, debe acompañarse con el establecimiento de una justicia efectiva  de castigo a los culpables. No alcanza con un Estado que se desprende de un bien. El afectado sólo puede integrar la idea de reparación, sobre todo cuando ésta es económica, si al mismo tiempo se exige el cumplimiento de la justicia. 

La reparación económica implica un  Estado que es capaz de perder, de sacrificar un bien dinero y es en ese acto que se des-totaliza .
Este acto es favorecedor de la posible reparación en cada sujeto. Pero en sí mismo no promueve ningún cambio si no es acompañado por cambios institucionales que produzca el mismo Estado. Cambios que lo marquen como implicado en esa reparación económica.  

Las leyes de reparación económica son parte de la integralidad de los actos de justicia debidos a las víctimas por un Estado de derecho. Esta integralidad incluye: el reconocimiento de las desapariciones, de los crímenes, torturas y vejámenes padecidos; el acceso a la información de la verdad de los hechos; las condenas y las aplicaciones de las penas correspondientes a crímenes de lesa humanidad; el mantenimiento de la memoria de lo ocurrido y la reparación simbólica de los derechos conculcados. Alcanzar estos objetivos, en un marco de impunidad, exige ser concientes de la parcialidad de las reparaciones.

Todas las operaciones institucionales, sociales, clínicas, que permitan la aparición de la palabra, producen un efecto de reparación, en el sentido de pacificar el dolor producido por el trauma y generar cauces que permiten la elaboración del duelo y servirán para aliviar esta experiencia mortificante. Debemos señalar aquí que la experiencia  traumática arrasa con la dinámica del inconsciente.

En relación a la reparación económica, señalamos su necesidad, pero también su insuficiencia. En diciembre de 1998,  organismos de Derechos Humanos de la Argentina suscribieron un documento en el que planteaban la importancia de la promulgación de dos leyes reparatorias: ley de exención del Servicio Militar obligatorio a los hijos y hermanos de desaparecidos, y la ley 23.466/86 que establecía una pensión equivalente a una jubilación mínima para los familiares de desaparecidos, en la que se explicitaba la obligación de los legisladores de “asumir la protección de los menores hijos de desaparecidos, cónyuges y otros familiares”. A esta ley, le continuó la promulgación de la declaración de “Ausencia por desaparición forzada” (ley 24.321/94) en la cual se contemplaba la reconversión de  las declaraciones de ausencia por presunción  de fallecimiento 

-que muchos familiares se habían visto en la necesidad de tramitar-  en ausencia por desaparición forzada.

En nuestro país en el caso de la desaparición forzada de personas la reparación económica ha sido jurídicamente asignada a la persona del desaparecido, a su nombre y no a sus familiares, reparación simbólica como reconocimiento de su situación de desaparición. Es por eso que sus familiares lo perciben en calidad de causahabientes. Por lo tanto la Ley de reparación no define lo otorgado como herencia y el procedimiento de dicha Ley no es sucesorio. Sin embargo la familia debe hacer una tramitación  mortificante de demanda, cuando en realidad es el Estado en su inherente responsabilidad como representante de la Ley, quien debiera reconocer este derecho con la sola acreditación del parentesco.

En el año 1994 se promulgó la ley 24.411/94 que establece un beneficio extraordinario a las personas desaparecidas o fallecidas como consecuencia del accionar de las FF.AA, de seguridad o paramilitar hasta el 10/12/83.

Esta ley -así como la 24.043 (que establece una indemnización a los ex presos políticos)- deviene de la recomendación 28/92 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA, que dice en su punto 2: “Recomienda que el Gobierno de Argentina otorgue a los peticionarios una justa compensación por las violaciones a las que se refiere el párrafo precedente”.

La ley 24.411 indemniza al desaparecido por su desaparición. Luego de la descripción de estas leyes, en un documento de Familiares de Desaparecidos y Detenidos por Razones Políticas, se señala que: 

Ni en ella ni en ninguna otra disposición del Estado se contempla el sufrimiento equiparable a la tortura que hemos padecido a lo largo de más de veinte años los familiares de las víctimas. La terrible incertidumbre a través del tiempo de no saber el destino de nuestros seres queridos; la imposibilidad de realizar el duelo; la carencia de un compañero para las esposas y esposos y de un padre y/ o madre para los hijos que debieron criarse en muchos casos con sus abuelos o tíos por falta de ambos padres, y, finalmente, los hijos que se criaron en hogares extraños a su sangre, costumbres e ideologías porque fueron secuestrados y apropiados por los represores. Tampoco se contemplan el restablecimiento de la situación existente antes de la violación, la pérdida de oportunidades, daños materiales, daños a la reputación y a la dignidad ni la imposibilidad de tener asistencia jurídica, médica y sociológica.

El resarcimiento no se circunscribe a una mera reparación económica.

Se deben implementar medidas de restitución, satisfacción y sobre todo garantías de no repetición.

Una garantía de no repetición que incluye: cesación de las violaciones existentes; verificación de los hechos y difusión pública y amplia de la verdad de lo sucedido; aplicación de sanciones judiciales y/ o administrativas a los responsables de las violaciones; conmemoraciones y homenajes a las víctimas; incluso en los manuales de enseñanza sobre derechos humanos, de una versión “fiel” de las violaciones cometidas y prevención de nuevas violaciones.

Por ello seguimos luchando. Para que la reparación sea integral y no meramente económica.

Por ello señalamos que las únicas respuestas a nuestros reclamos son la Verdad y la Justicia.

Verdad sobre qué pasó con cada uno de los desaparecidos. Cómo, cuándo, dónde, quién y por qué se decidió su destino.

Y juicio y castigo para los responsables y ejecutores del terrorismo de Estado.

8.- El fortalecimiento singular y colectivo

Una de las consecuencias directas de la construcción de la definición del concepto de reparación implicando en tal proceso -además de los órganos e instancias gubernamentales e internacionales- a los afectados directos y a la comunidad de la que forman parte, es el fortalecimiento de cada una de las instancias implicadas, ya que cada una participará activamente en la creación de la definición de aquello que la afectó singular y colectivamente pasando a ser agentes internos de su propio cambio (Montero, 1994).

Comencemos por ubicar el contexto de referencia en el cual el concepto de empowerment (potenciación o fortalecimiento) es acuñado. Será a partir de mediados de la década de los setenta, simultáneamente en varios países de América Latina, que surge una práctica originada en la Psicología Social, pero como reacción a la crisis de legitimidad y significatividad social que la misma atravesaba (Montero, 1994). El objetivo que se planteará la nombrada práctica será el de unir teoría y acción en función de la realidad social específica a la cual se aplicaría, para poder así responder a la especificidad de los problemas existentes en esas sociedades. Se trataba básicamente de superar la irrelevancia social de la que se acusaba a la Psicología Social a partir de la idea de trabajar en, con y para la comunidad.

El empoderamiento (empowerment), partiendo de los supuestos antes mencionados, implicará una conceptualización diferente del poder, pensado éste como una relación, como una potencia y no como un objeto que se posee o potestad. 

Se hace necesaria una referencia a Michel Foucault y la conceptualización acerca del poder que este autor introduce.  Este autor va a criticar una concepción ‘tradicional’ del poder, e  introducirá una idea de micropoder que se instala en los intersticios de todas las relaciones humanas para producir saberes, la idea de un poder anudado al saber. Toda voluntad de saber encierra una voluntad de poder. 

Con la noción de empowerment  haremos referencia al...

...proceso mediante el cual los miembros de una comunidad (individuos interesados y grupos organizados) desarrollan conjuntamente capacidades y recursos para controlar su situación de vida, actuando de manera comprometida, conciente y crítica, para lograr la transformación de su entorno según sus necesidades y aspiraciones, transformándose al mismo tiempo a sí mismos (Montero, 2003:72). 

Lo cual supone intervenciones que apunten al fortalecimiento de la sociedad civil, para que ésta desarrolle una clara conciencia de sus derechos y sus deberes ciudadanos. Podríamos completar el concepto señalando que se tratará de un colectivo que intentará poner abiertamente en tela de juicio su propia ley de existencia, su propio orden dado.

Retomando el texto que propone ONU para el concepto de reparación, pero ahora en el plano colectivo, allí se proponen como acciones reparatorias a todas aquellas medidas de sentido carácter simbólico, a título de reparación moral, tales como el reconocimiento público y solemne por parte del Estado de su responsabilidad, las declaraciones oficiales restableciendo a las víctimas su dignidad, las ceremonias conmemorativas, las denominaciones de las vías públicas, los monumentos, permiten asumir mejor el deber de la memoria. Creemos que el carácter de tales actos, imprescindibles por sí mismos en la tan necesaria construcción de justicia e igualdad social se potencian y potencian a la comunidad de la que parten en la medida en que albergan en sus definiciones a todos aquellos directamente afectados e implicados.

9. - Actos reparatorios por parte de los Estados, una exigencia de la justicia.

Las elaboraciones colectivas requieren necesariamente de actos reparatorios colectivos con la participación directa de los afectados y de diferentes sectores de  la sociedad, como por ejemplo, de organizaciones no gubernamentales. La participación en la elección de la modalidad que adoptará la reparación permite establecer claramente las distancias que separan a un Estado represor de un Estado reparador, evitando que la reparación quede como algo ajeno o impuesto desde afuera.   Nada achica la distancia entre un Estado represor y uno reparador.

Como señala R. Kaes (1991), no basta solo con reconocer la naturaleza y el origen del horror, sino que la posibilidad de elaboración subjetiva necesita del reconocimiento y elaboración colectiva. 

Un claro efecto reparador del enjuiciamiento y de hacer  público lo acontecido es el llevado a cabo por la corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) frente al Estado de Guatemala  en el caso conocido como la Panel Blanca, donde once campesinos fueron secuestrados en arrestos irregulares y arbitrarios por parte del Estado, torturados, asesinados y sus cadáveres desfigurados fueron abandonados en la vía publica, en los años 1987 y 1988.

En 1997 la CIDH comprobó la responsabilidad del Estado de Guatemala en la comisión de graves violaciones a los Derechos Humanos. El nombrado Estado no llevó a cabo las investigaciones necesarias para identificar a los responsables de dichos delitos. De esta manera creó condiciones para garantizar la impunidad e incrementar aún más los efectos devastadores sobre el psiquismo de los familiares de las víctimas. La CIDH decidió ordenar se lleve adelante la investigación correspondiente para identificar a los responsables y declaró que dicho Estado estaba obligado a reparar las consecuencias de estas violaciones.  

Doce años de impunidad generaron que los familiares  cargaran con la culpa y se impidiera el duelo necesario. Un hecho social y político quedó circunscripto a la órbita privada y se potenciaron de los efectos negativos de la impunidad en el total de la población. De esta manera se sentaban las bases para que vuelvan a repetirse hechos similares.

En Agosto de 2000, en la audiencia de reparación, la Lic. Graciela Guilis, perteneciente al Equipo de Salud Mental del Centro de Estudios Legales y Sociales, intervino como perito.  La demostración por parte de la perito de los efectos psicológicos en las familias de las víctimas posibilitó la “reparación moral del daño” por parte del Estado de Guatemala (Equipo de Salud Mental-CELS, 2001). 

La ley aparece aquí en la figura de la Corte Interamericana de Derechos Humanos  haciendo público el hecho, brindando la posibilidad de un juicio justo y sancionando al Estado de Guatemala. El juicio y la mediación de la CIDH como instancia superior, permitió la posibilidad de que el duelo de los familiares no sea interminable, modificando su temporalidad.

El juicio no solo producía efectos en el psiquismo de los afectados, también producía impacto en el conjunto de la sociedad (Equipo de Salud Mental, 2001: pág.66). 

Recordemos  que los gobiernos latinoamericanos con tradición de renegar de la historia intentan  condenarnos  a la persistencia de lo traumático y lo traumático no elaborado persiste (Equipo de Salud Mental, 2001). Es responsabilidad de los Estados contribuir al desmontaje de la renegación y es necesario un compromiso de las instituciones con la búsqueda de verdad y justicia.

Un ejemplo de reparación colectiva llevada a cabo por el Estado con la participación de afectados directos, organismos de Derechos Humanos y organizaciones sociales, es el Espacio de la Memoria en la Escuela de Mecánica de la Armada (ESMA)
, que funcionó como centro clandestino de detención en la última dictadura militar Argentina. Probablemente se trate del campo de concentración con el mayor número de víctimas
, donde la tortura, la desaparición forzada de personas y los “vuelos de la muerte” (los secuestrados eran arrojados desde aviones luego de ser inyectados con Pentotal) eran prácticas habituales.   

Es necesario destacar que la ESMA no era solo un centro clandestino de detención, donde se torturaba y se desaparecían personas, sino que operó como un dispositivo que proyectó y llevó a cabo una extensa actividad delictiva. Dichas actividades dependían de manera directa de los mandos de la Marina.  

El 24 de Marzo de 2004 el presidente de Argentina Néstor Kirchner, recogiendo una propuesta que desde hace muchos años impulsan Organismos Derechos Humanos,  dio lugar a que este símbolo de la represión ejercida por el terrorismo de Estado sea un patrimonio histórico cultural para generaciones futuras. Queda en manos de los Organismos y de diferentes movimientos sociales el carácter que adoptará dicho Espacio de la Memoria.

Actos de tales características no solo tienen  impacto  en los sobrevivientes y en familiares de desaparecidos, sino que también en el conjunto de la sociedad. Brindan condiciones de posibilidad para la construcción de elaboraciones colectivas de los efectos en la población del terrorismo de Estado. Permiten atenuar el trauma social y abrir la posibilidad a un nuevo posicionamiento subjetivo de los afectados directos. 

Dos familiares de desaparecidos en la ESMA dijeron a los medios: “...ahora podemos comenzar el duelo...” 

En dichos testimonios observamos la importancia que tiene para la tramitación de un duelo el hecho fundamental de que el  Estado se responsabilice y haga público lo acontecido. El Espacio de la Memoria se transforma así en un hecho de radical importancia para la transmisión generacional de lo ocurrido, en tanto que la memoria de un país se constituye como un producto social y colectivo que nos incluye a todos. Construcción que nos permite mirarnos y reconocernos como sociedad. La memoria colectiva asegura la identidad de una Nación. La memoria histórica se construye sobre la memoria colectiva. De lo contrario las víctimas    del terrorismo de Estado, los desaparecidos, los torturados, quedarían por fuera de la historia. 

A partir de ahora  nuevas generaciones  podrán  visitar dicho Espacio  evitando el  olvido y de esta manera evitar también  las condiciones de la repetibilidad del horror. Un lugar donde  preservar la memoria y enseñar a vivir en democracia.

El Espacio de la Memoria es un claro ejemplo de cómo   impedir aquellas “políticas reparatorias” llamadas por los gobiernos de “reconciliación” o de “conciliación nacional”. Políticas basadas centralmente en la impunidad de los culpables, que implican miradas parciales y  renegatorias de lo ocurrido, demoliendo aquellos lugares que son el testimonio del terror.  

Otro ejemplo paradigmático es   la emergencia de Madres de Plaza de Mayo como un acto reparador, en tanto acto ético-creador, que excede  el momento histórico  y que va más allá de la moral de una época.

La ética es la posición del sujeto frente a su soledad. Frente a lo que esta dispuesto a afirmar, a afirmar y firmar. La ética propone otro plano de existencia y, en ese sentido la ética es atemporal, es atemática y es existencial ( Ariel, 1991: 19.)

Las Madres de Plaza de Mayo se posicionaron como un nuevo actor político y un nuevo referente en el campo de los Derechos Humanos. Abriendo no solo la posibilidad de un nuevo posicionamiento subjetivo de los actores implicados, sino también abriendo condiciones de posibilidad para nuevas elaboraciones colectivas. Haciendo tambalear las ideas previas sobre el acto de reparar. De acuerdo a Raúl  Cerdeiras: 

Las Madres de Plaza de Mayo es el acontecimiento político más importante de los últimos veinte años…”(...) “…porque irrumpieron es que fue posible el juicio a las juntas (Cerdeiras, 1997: 1-2)

Emergieron frente al Terrorismo de Estado como una singularidad, destotalizando lo previo, abriendo frente al terror la posibilidad de la lucha, la denuncia y la búsqueda de sus hijos. 

Las llamadas “viejas locas”  instalaron un antes y un después en la lucha por los Derechos Humanos. Sus consigas “juicio y castigo a los culpables”, “aparición con vida” se transformaron en las consigas del conjunto de la población. De madres de sus hijos a madres de toda una sociedad, maternidad social que sufre los efectos de las leyes de punto final, obediencia debida
. Su pañuelo blanco se convirtió en un símbolo de la lucha frente a las políticas totalitarias de los Estados. 

Su aparición permitió, no solo que otros familiares de afectados pudieran dar lugar a nuevos organismos de Derechos Humanos como H.I.J.O.S, Abuelas, Hermanos, Madres del Dolor, sino que también, transcendiendo las fronteras de su país, se convirtieran en un punto central de referencia para muchas madres del mundo que han perdido sus hijos como consecuencia del Terrorismo de Estado. 

Las Madres se han trasformado en parte fundamental de la historia y de la lucha por la justicia. Construyendo junto a la sociedad la memoria y creando las condiciones para que el horror no vuelva a repetirse. 

En relación a la construcción del Monumento a las Víctimas del Terrorismo de Estado, a orillas del Río de La Plata, el escritor y ensayista  José Pablo Feinman (1998), escribió:

El monumento no se hace para decretar la muerte de nadie ni para congelar la lucha por la justicia, que es y será, siempre, la lucha por el castigo a los responsables del genocidio. Se hace para que todos sepan que nuestro pasado hiere nuestro presente. Que le quitaron la inocencia a nuestro río. Que lo pusieron al servicio de la muerte. Y que la única posibilidad de redimirlo, de incorporarlo otra vez a nuestra memoria verdadera, será penetrarlo y escribirle los nombres de los seres que se devoró, que le hicieron devorar y que, ahora, con nosotros, con esta democracia imperfecta pero empeñosa, se atreverá, por fin, a decir en voz alta.
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� Elucidar [críticamente] es el trabajo por el cual los hombres intentan pensar lo que hacen y saber lo que piensan. Cornelius Castoriadis.


� El texto que aparece entre corchetes es un agregado nuestro.


( Agradecemos a la Lic. Delly Beller la sugerencia de revisar el origen etimológico  y la definición de estos términos.


* El desarrollo conceptual de los términos utilizados: “padre”, “autoridad” y “ley”  son tomados de el Dr.Eidelsztei,A. (1998, UBA)


* Relato basado en notas tomadas del curso de posgrado “Complejo de Edipo y Metáfora Paterna”, dictado por Eidelsztein A. (1998) UBA.


� El predio desde 1924 esta a cargo del Ministerio de Marina para fines educativos de dicha fuerza.


� Se estima que más de 5.000 personas fueron detenidas y/o desaparecidas en dicho predio.


� Las nombradas leyes fueron declaradas inconstitucionales por el Poder Legislativo en 2004. 





